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JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

Carrera 10 No. 14-33 Piso 6º teléfono 601-3532666 extensión 70309 

cmpl09bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

RADICADO: 110014003009-2023-00832-00  

 

Bogotá, veintidós (22) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

Decreto 2591 de 1991 y Decreto 306 de 1992 

Accionante: ANDRES FELIPE ESCOBAR MATALLANA. 

Accionado: SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ D.C. 

Providencia: Fallo  

 

 

I. ASUNTO A TRATAR 

 

Una vez agotado el trámite señalado en el Decreto 2591 de 1991, decide este Juzgado, la acción de 

tutela que, en protección de sus garantías constitucionales presentó ANDRES FELIPE 

ESCOBAR MATALLANA, en contra de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD 

DE BOGOTÁ D.C.  

 

II. PETICIÓN Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

ANDRES FELIPE ESCOBAR MATALLANA, solicita el amparo con motivo de la supuesta 

violación al derecho fundamental a un debido proceso, ante la presunta negativa de agendar la 

audiencia de impugnación al comparendo No. 11001000000035489087 

 

Señaló que le fue impuesto el comparendo No. 11001000000035489087, que se le programó la 

audiencia de impugnación para el 27 de junio de 2023, sin embargo, el 2 de ese mismo mes y año 

se le notificó que la misma fue cancelada. 

 

III ACTUACIÓN PROCESAL 

 

La tutela fue repartida a este Juzgado el 11 de agosto de 2023 y fue admitida ese mismo día, se 

ordenó la notificación de la accionada para que ejerciera su derecho de defensa. Y se vinculó al 

GRUPO DE JURISDICCION COACTIVA DE LA SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, SUBDIRECCION DE GESTION DE COBRO, 

FEDERACION COLOMBIANA DE MUNICIPIOS -SIMIT Y RUNT. 

 

LA SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ indicó que el procedimiento 

de cobro se hace en el ejercicio de la función jurisdiccional por colaboración que ejerce la Rama 

Ejecutiva del Poder Público, por lo que no podría aprovecharse la rapidez de la acción de tutela 

para provocar un fallo a favor que permitiera no pagar las obligaciones que por multas, tiene 

pendiente el accionante con el Distrito Capital. 

 

Agregó que el accionante en caso de haber agotado los mecanismos de defensa con los que cuenta 

en el proceso de cobro coactivo, cuenta con los medios de control de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativa. 

 

Añadió que consultado el documento de identidad del solicitante en los sistemas de información 

de la Entidad se evidenció que tiene registrado el comparendo No. 11001000000035489087 del 25 
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de NOVIEMBRE de 2022, impuesto por la infracción C29 tipificada en el artículo 131 del 

C.N.T.T., consistente en: “Conducir un vehículo a velocidad superior a la máxima permitida”, que 

le fue notificado en calidad de propietario del rodante involucrado en la comisión de dicha 

contravención. que su detección e imposición se sujetaron a los procedimientos establecidos para 

ello en el Código Nacional de Tránsito Terrestre, la Ley 1843 de 2017 y la Resolución No. 

20203040011245 de 2020 emitida por el Ministerio de Transporte. Que, en cuanto a la validación 

del comparendo de que trata la Resolución No. 20203040011245 de 2020, se pudo comprobar que 

el (los) agente(s) de tránsito que conoció la(s) orden(es) de comparendo No. 

11001000000035489087, cumplió con dicho requisito dentro del término contemplado en el 

artículo 18 de la Resolución enunciada y, por consiguiente, dichos comparendos fueron impuestos 

dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la presunta comisión de la infracción. Dentro de 

los tres (3) días hábiles siguientes a la validación del (de los) comparendo(s), este fue remitida 

mediante correo certificado, a la dirección que el propietario del vehículo automotor tiene reportado 

en el Registro Único Automotor (RUNT), según lo establecido en el artículo 8° de la Ley 1843 de 

2017. Por tanto, al consultar la información inscrita en el Registro Único Automotor (RUNT) a 

nombre del señor ANDRES FELIPE ESCOBAR MATALLANA, para el momento de la 

ocurrencia de los hechos se encontró como dirección la AV 15 N 110-63 APTO 101. 

 

Y que el peticionario no compareció en términos procesales ante la Autoridad de Tránsito para 

impugnar el comparendo analizado, el funcionario de conocimiento continuó con el proceso 

administrativo sancionatorio respectivo y expidió la Resolución Sancionatoria No.2789886 del 20 

de enero de 2023, en la que declaró contraventor de las normas de tránsito al señor (a) ANDRES 

FELIPE ESCOBAR MATALLANA. Que el acto administrativo sancionador fue notificado en 

estrados conforme al artículo 139 del C.N.T., que la audiencia pública ya se surtió, por lo cual 

resulta improcedente la fijación de una fecha para la realización de una nueva audiencia en un 

trámite administrativo que, en consonancia con lo normado en el artículo 87 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, ya finalizó. Y que el 

comparendo No. 11001000000035489087 impuesto a la señora ANDRES FELIPE ESCOBAR 

MATALLANA, ya se resolvió su situación contravencional, mediante la Resolución No.2789886 

del 20 de enero de 2023, la cual fue expedida y notificada antes de la presentación de la tutela, y 

goza de presunción de legalidad y cuenta con plena fuerza ejecutoria. 

 

El RUNT precisó que los derechos de petición a los que hace alusión el actor, al parecer, fueron 

radicados en la autoridad de tránsito de Cundinamarca, pero NO en la Concesión RUNT S.A. 

Añadió que la parte demandante no agotó los requisitos para que el mecanismo constitucional 

invocado. 

 

Agregó que si el actor no está de acuerdo con el contenido de los actos administrativos con los que 

se le declara como infractor o con el procedimiento practicado, o si considera que las sanciones 

están prescritas, conserva la facultad de agotar la vía administrativa o en su defecto, acudir a la 

jurisdicción contencioso-administrativa a efecto de garantizar su derecho de defensa y 

contradicción. 

 

LA FEDERACIÓN COLOMBIANA DE MUNICIPIOS, SIMIT manifestó que no es la entidad 

encargada de atender las pretensiones de la parte accionante. 

 

IV CONSIDERACIONES 

 

1. Problema jurídico. 

 

De conformidad con los hechos esbozados anteriormente, este Despacho entra a determinar si la 

entidad demandada desconoce el derecho fundamental al habeas data del accionante ante la 

negativa de agendar la audiencia de impugnación al comparendo No. 11001000000035489087. 
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2. Marco jurídico de la decisión. 

 

2.1. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, toda persona “tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. No obstante, el amparo solo es procedente 

siempre y cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

 

Ahora bien, es conveniente memorar que en principio este mecanismo es improcedente, salvo que 

se acredite el lleno de las causales genéricas de procedibilidad. Sobre este tópico la sentencia C-

590 de 2009 estableció los requisitos de imperativa observancia en cada caso concreto, como 

presupuestos ineludibles, los cuales son: 

 

“3.3.1 Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Para la Corte, 

el juez constitucional no puede estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 

constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones.   

 

3.3.2 Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-,  de defensa judicial al 

alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable.   

 

3.3.3 Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en 

un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.   

 

3.3.4  Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto 

decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales 

de la parte actora.    

 

3.3.5  Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 

vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso 

judicial siempre que esto hubiere sido posible. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la 

acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no 

previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento 

de la afectación de derechos a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y 

que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.  

    

3.3.6  Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los 

derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida.”  

 

Procede este juez constitucional a determinar si el hoy accionante cuenta con otro mecanismo de 

defensa para la salvaguarda de los derechos que reclama, pues en caso de existir, esta acción 

constitucional solo procederá como mecanismo transitorio ante la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable el cual debe ser demostrado por quien alega el amparo. Lo anterior, en atención al 

carácter subsidiario que ostenta la acción de tutela. 

 

Sobre el particular, la Honorable Corte Constitucional en sentencia T-177 de 2011 frente a la 

procedencia de la acción de tutela, la existencia de otro medio de defensa judicial y la tutela como 

mecanismo transitorio ante la existencia de un perjuicio irremediable dispuso:  

 

“(...) Esta Corporación ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger 

los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual, es decir 

procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para que 

cese inmediatamente la vulneración. Sobre el particular, en la sentencia T-753 de 2006[2] esta 

Corte precisó:  
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“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela,[3] se ha 

sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales 

ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción 

constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales 

ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que 

deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el 

mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión 

de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 

de 2005[4], la Corte indicó:  

 

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos 

pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos 

fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los 

jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el 

juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos 

fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese 

cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que 

le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.” 

 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de 

tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios 

judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan 

medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente 

si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa 

no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos 

presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como 

mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de 

un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos 

fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.” 

 

Conforme los lineamientos de la jurisprudencia transcrita, la acción de tutela es improcedente 

cuando existan otros mecanismos judiciales para la solución de un conflicto jurídico, dado el 

carácter subsidiario y residual que la caracteriza, sin embargo, excepcionalmente se puede emplear 

para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

 

2. La Ley 1266 de 2008 impone a las fuentes de información, un requisito previo a realizar el 

reporte de información negativa sobre el incumplimiento de las obligaciones de los usuarios, el 

cual es comunicar previamente al titular de la información “con el fin de que este pueda demostrar 

o efectuar el pago de la obligación, así como controvertir aspectos tales como el monto de la 

obligación o cuota y la fecha de exigibilidad” (art. 12 Ib.). El envío deberá realizarse a la última 

dirección de domicilio del afectado que se encuentre registrada en sus archivos. De no cumplirse 

tal exigencia, no será procedente el reporte negativo de sus clientes “ante los operadores de bancos 

de datos de información financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros 

países” (Ib.) 

 

Además, lo anterior le permite al titular de la información agotar el requisito que exige el numeral 

6° del artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia para que proceda la acción de tutela 

frente al amparo del derecho al hábeas data (C. Const. Sent. T-002 de 2009) 

 

Al respecto también puede citarse el artículo 15 de la Ley 1581 de 2012, que regula la protección 

de datos personales, en caso de considerar que se ha incumplido cualquiera de los deberes 

contenidos en dicha Ley, y le permite al titular de la información presentar el respectivo reclamo 

ante el responsable o el encargado del tratamiento de sus datos y, ante la Superintendencia de 
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Industria y Comercio una vez haya agotado el trámite de consulta o reclamo ante la entidad 

responsable, para poner en conocimiento dicha situación (art. 16, Ib.). 

  

V. CASO CONCRETO 

 

En lo medular, la presente acción plantea un inconformismo de la parte demandante ante la negativa 

de la Secretaria Distrital de Movilidad de Bogotá, de negativa de agendar la audiencia de 

impugnación al comparendo No. 11001000000035489087. 

 

Para ello aportó copia de un pantallazo en la que se indicaba que la cita para impugnación había 

sido confirmada para el 27 de junio de 2023 y manifiesta que la misma fue cancelada. 

 

Por su parte, la accionada manifestó que “resulta improcedente la fijación de una fecha para la 

realización de una nueva audiencia en un trámite administrativo que, en consonancia con lo 

normado en el artículo 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, ya finalizó. Y que el comparendo No. 11001000000035489087 impuesto a la 

señora ANDRES FELIPE ESCOBAR MATALLANA, ya se resolvió su situación contravencional, 

mediante la Resolución No.2789886 del 20 de enero de 2023, la cual fue expedida y notificada 

antes de la presentación de la tutela, y goza de presunción de legalidad y cuenta con plena fuerza 

ejecutoria”. 

 

En ese sentido, debe advertirse que pretender la solución del litigio por la vía constitucional, y según 

el dicho de la accionante, en el derecho de petición se estaría violando el derecho a un debido 

proceso, debe indicarse que desconocer el desarrollo jurisprudencial en torno al carácter subsidiario 

de la acción de tutela, pues no aparece demostrado en el proceso, que exista un perjuicio 

irremediable que amerite una decisión inmediata. 

 

Recuérdese, que sí, la accionante que considera vulnerado sus derechos fundamentales, bien puede 

reclamar ante la autoridad pública la protección de los derechos de rango legal ante la jurisdicción 

contenciosa administrativa, pues, cierto es, que la acción de tutela no es el medio idóneo para 

obtener la satisfacción de sus pretensiones, por tanto en términos de subsidiariedad esta acción no 

está llamada a prosperar. Pues, cabe señalar que esta acción constitucional no es el escenario para 

dirimirlos, así mismo, este tampoco es el escenario para obtener que se concedan las pretensiones 

tendientes a revertir las actuaciones administrativas adelantadas por la entidad accionada. 

 

En este orden de ideas, la acción de tutela no es un mecanismo idóneo para atacar dichas 

actuaciones administrativas, quedando expedito como mecanismo el acudir ante la vía contencioso 

administrativa para atacar el acto administrativo que no le ha sido favorable. 

 

Teniendo en cuenta el marco del principio de subsidiariedad, es dable afirmar que la acción de 

tutela, en términos generales no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional 

o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no 

se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y menos aún, desconocer los mecanismos 

impuestos (dentro) de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten. 

 

Independientemente a ello, de que la accionada le hubiera emitido una respuesta, es más que, 

mediante Resolución No. 135631 de 2023, se ordenó la prescripción de algunos comparendos, 

como se observa a continuación. 

 

VI. DECISIÓN 

 

En virtud de lo anteriormente expuesto, el JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE 

BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por Autoridad 

de la Ley. 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: Negar la tutela interpuesta por ANDRES FELIPE ESCOBAR MATALLANA, por 

lo arriba expuesto. 

 

SEGUNDO: Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más expedito conforme prevé 

el artículo 30 del decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: En el evento que no fuere impugnada la decisión, REMÍTASE el expediente a la H. 

Corte Constitucional para su eventual revisión. Ofíciese. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 

 

 

 

 

 

 


